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RESUMEN

En este artículo se analiza el tratamiento por parte 
de los gobiernos en Uruguay durante el período 
2005 a la actualidad, en lo relativo a las empresas 
alternativas, con especial referencia a empresas del 
sector cooperativo, empresas auto-gestionadas 
por sus trabajadores y empresas de la economía 
social y solidaria. Nuestro marco teórico parte 
del concepto de las “economías transformadoras” 
recientemente divulgado por los movimientos 
sociales vinculados al Foro Social Mundial (2019 
– 2020). Un primer esfuerzo reside en ubicar los 
principales componentes de esta categoría de 
análisis así como los formatos empresariales que 
podría cobijar a su interior, descubriendo en este 
caso la posibilidad de abrigar desde tipos puros 
hacia otros más híbridos. Luego analizaremos cómo han operado las políticas públicas y 
legislaciones en el contexto de los tres períodos de gobierno (2005 a 2009, 2010 a 2014 y 2015 
a 2029). Allí se observa una protagónica actuación en el campo del sector cooperativo, seguido 
de un inusual aunque no homogéneo interés por el sector de las empresas auto-gestionadas 
por sus trabajadores. Respecto a la economía social y solidaria, ha tenido un tratamiento 
claramente subordinado, quedando en el debe una legislación específica en la materia. 
Otros formatos vinculados a las economías transformadoras como empresas del bien común, 
economía circular, economía verde, economía azul, triple impacto, empresas B, economía 
regenerativa o ciudades sustentables, entre otros, comienzan a ser de incipiente interés por 
parte de algunas estructuras de gobierno aunque aún se carece de políticas o legislaciones 
específicas, con excepción de la economía circular y la agroecología.
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ABSTRACT

This article analyzes the treatment by governments in Uruguay during the period 2005 to the 
present, in relation to alternative companies, with special reference to companies in the coope-
rative sector, companies self-managed by their workers and companies of the social and solida-
rity economy. Our theoretical framework starts from the concept of “transformative economies” 
recently disclosed by the social movements linked to the World Social Forum (2019 - 2020). A 
first effort is to locate the main components of this category of analysis as well as the business 
formats that could shelter inside, discovering in this case the possibility of sheltering from pure 
types to more hybrid ones. We will then analyze how public policies and laws have operated in 
the context of the three periods of government (2005 to 2009, 2010 to 2014 and 2015 to 2029). 
There is a leading performance in the field of the cooperative sector, followed by an unusual 
but not homogeneous interest in the sector of companies self-managed by their workers. With 
regard to the social and solidarity economy, it has had a clearly subordinate treatment, leaving 
specific legislation in the matter in its possession. Other formats linked to transformative eco-
nomies such as companies of the common good, circular economy, green economy, blue eco-
nomy, triple impact, B companies, regenerative economy or sustainable cities, among others, 
begin to be of incipient interest by some government structures although specific policies or 
laws are still lacking, with the exception of circular economy and agroecology.

Keywords: transformative economies, cooperativism, social and solidarity economy, alternative 
companies, Uruguay

INTRODUCCIÓN

Un problema de partida para el análisis de los formatos empresariales alternativos que forman 
parte de nuestras economías plurales es que han sido invisibilizados por las definiciones más 
comúnmente utilizadas tanto por la sociología de las organizaciones como por la teoría mi-
croeconómica. En efecto, la teoría empresarial debe avanzar mucho para dar cuenta de los 
nuevos formatos que han irrumpido en nuestros “mercados determinados” (Gramsci, 1970) y 
que revelan una pluralidad de manifestaciones empresariales más allá del formato capitalista 
que mantiene la hegemonía y prácticamente el monopolio en el discurso establecido.

Debemos destacar que para hacer frente a esta limitación, en las postrimerías del S. XX co-
mienza a desarrollarse una interesante literatura proveniente tanto desde la academia como 
desde las organizaciones sociales que pone su eje en la necesidad de reconocer la presencia 
de formatos económicos y empresariales diferentes a los más comúnmente analizados. Eso 
sucede por ejemplo, con conceptos como economía social, economía solidaria, empresa social, 
emprendurismo social, empresa socialmente responsable, tercer sector, etc. Estas nuevas 
voces, a su vez, beben de las fuentes de otras expresiones con más antigüedad como es el caso 
de cooperativismo, mutuales, asociaciones civiles, comunidades o autogestión solo para citar 
algunas. Finalmente, proyectan nuevas configuraciones que desde distintos marcos doctrina-
rios, ideológicos o incluso científicos comienzan a proliferar desde el último lustro, caso de los 
“negocios inclusivos”, “corporaciones B” o “economía del bien común”.

Desde un punto de vista teórico, hemos visto en Guerra (2018) que el concepto de empresa de-
bería ser suficientemente amplio por lo tanto, para dar cabida a empresas tan diferentes como 
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las que encontramos en cada uno de los tres sectores (capitalista, estatal y sector solidario) así 
como en sus confluencias (casos híbridos). Es notorio que la empresa capitalista ha sido la más 
favorecida a la hora de encontrar literatura específica para darle cuenta. Desde este punto de 
vista, la actividad empresarial consiste en valorizar un aporte original de capital, procurando 
para ello la contratación de terceros factores entre los cuáles el trabajo, que asume en un parti-
cular momento histórico un estatus salarial que hasta el día de hoy aparece como rasgo típico. 
Las características principales de este formato devenido hegemónico son:

a.	 el establecimiento de una relación capital – trabajo donde el primero contrata al segundo 
estableciendo una relación de trabajo asalariada1,

b.	 en el marco de un sistema económico básicamente de mercado donde se desarrolla un 
sub-mercado financiero que ofrece medios a

c.	 los sujetos emprendedores guiados por la búsqueda de ganancia que a su vez recurren a 
otros sujetos,

d.	 los managers, CEOs o directivos que tienen a su cargo también bajo una relación salarial, el 
desafío de maximizar el lucro de los inversores.

Pero evidentemente, este formato apenas da cuenta de una porción minoritaria de nuestras 
empresas, surgiendo como un primer cometido de esta ponencia, el sentar algunas bases para 
comprender el significado de la empresas desde un punto de vista amplio. Para ello, comence-
mos diciendo lo que no es una empresa. Una empresa no es una organización piramidal donde 
unos deciden y otros obedecen. Si bien algunas empresas se guían por este modelo jerárquico 
que pretendió absolutizar el taylorismo, lo cierto es que no todas las empresas lo practican. De 
hecho, una empresa tampoco puede definirse como un conjunto de personas que se organi-
zan para conseguir un propósito con fines económicos. La existencia de empresas unipersona-
les descarta una definición de ese tipo así como una definición como la presentada en primer 
lugar. Una empresa tampoco es un emprendimiento constituido con el ánimo de obtener una 
ganancia monetaria, ya que muchas empresas no se guían por el cálculo maximizador y otras 
se constituyen inspiradas en diferentes motivaciones que pueden incluir aspectos de impacto 
en dimensiones sociales o ambientales. Una empresa tampoco es un capital que contrata tra-
bajo para obtener mayor capital a costa de explotar los factores contratados. Mal les pese a los 
seguidores de Marx, el propio “mercado determinado” nos muestra casos de empresas donde 
el capital no se erige como el factor organizador, sino que pasa a ser un factor contratado o 
generado por los mismos trabajadores. En fin, mucho menos podemos considerar a la empresa 
como el sujeto que produce y a las familias como el sujeto que demanda, tal como aún descri-
ben algunos manuales universitarios. Es bastante obvio que las familias también producen (in-
cluso generan sus propias empresas) y las empresas también consumen y demandan (la teoría 
de sistemas viene aquí en nuestro auxilio).

Desde un punto de vista teórico, creo que la microeconomía neoclásica ha contribuido a gestar 
una definición de empresa que no se ajusta a la pluralidad de manifestaciones empresariales 
contemporáneas. Parte de un concepto a nuestro entender sesgado, fruto de sus dos postula-
dos fundamentales: (1) la empresa es un agente económico que se comporta de manera racio-
nal buscando la maximización de sus beneficios; (2) participando en el mercado competitivo 

1 La Recomendación 198 de la OIT expresa que “la existencia de una relación de trabajo debería determinarse principal-
mente de acuerdo con los hechos relativos a la ejecución del trabajo y la remuneración del trabajador (9)” para aclarar 
luego, que una definición debería incluir “Las condiciones que determinan la existencia de una relación de trabajo, por 
ejemplo, la subordinación o la dependencia (12)” (OIT, 1997: 102).
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que coordina las acciones de los agentes mediante el sistema de precios. Estos postulados, 
como sostiene Eymard-Duvernay, contrastan con “la observación de las economías reales” que 
“muestra la existencia de una multitud de formas sociales que nada tienen que ver con esa 
teoría” (Eymard-Duvernay, 2008: 22). Es así por ejemplo, que el enfoque neoclásico, poco puede 
decirnos sobre los formatos cooperativos o de las empresas sociales cuando pone el acento en 
la mera función de producción y en la búsqueda del máximo beneficio a través de un com-
portamiento racional de tipo instrumental. No nos ocuparemos de las críticas al modelo de 
función de producción y las combinaciones óptimas de recursos que resultan de constatar la 
racionalidad limitada con que cuentan las empresas. Solo digamos que esta conceptualización 
debe incorporar en el mejor de los casos una teoría de factores más amplia a la comúnmente 
divulgada por las manuales de microeconomía2. 

Como demostró Razeto desde fines de los 1980 (Razeto, 1988), cualquier factor económico 
puede convertirse en categoría, organizando y subsumiendo a los demás en su propia raciona-
lidad. Desde este punto de vista la clásica fórmula K – T – K+ puede dar lugar a fórmulas como T 
– K – T+, por ejemplo. Además, si incluyéramos a la solidaridad misma como factor económico, 
esto es el factor C (Razeto, 1997) se abriría la posibilidad de contar con una empresa del tipo 
C – K – C+. Así entonces, el sector solidario de la economía estaría integrado por aquellas em-
presas de trabajadores (intensivas en factor trabajo) y empresas comunitarias y cooperativas 
(intensidad en factor solidario).

Digamos ahora sí en términos positivos qué es una empresa. Desde nuestra visión, una em-
presa es una unidad integrada de funciones que utiliza determinada combinación de factores 
para producir de manera racional un bien o servicio. De acuerdo a nuestra concepción de tres 
grandes sectores de la economía, podemos distinguir en primer término a las empresas capi-
talistas, de las empresas públicas y las empresas solidarias. Respecto a su motivación y racio-
nalidad subyacente, las economías plurales encuentran desde empresas que sólo persiguen 
maximizar utilidades hasta otras que se constituyen para aportar al bien común, pasando por 
las que persiguen satisfacer las necesidades de sus protagonistas. Si bien desde un punto de 
vista típico – ideal las categorías económicas (factor constitutivo de la empresa) pueden mos-
trar correlación con la motivación (en tal sentido una empresa capitalista persigue maximizar 
sus utilidades, una empresa basada en el trabajo satisfacer las necesidades de sus integrantes, 
o una basada en el factor C perseguir un impacto social más amplio) en los hechos, incluso, 
algunas empresas expresan una combinación atípica de esas motivaciones con los factores 
organizadores, configurando lo que hemos llamado empresas híbridas. 

DESARROLLO

A lo largo de esta ponencia intentaremos responder a las siguientes preguntas de investiga-
ción: ¿cuáles son los formatos empresariales alternativos en Uruguay? ¿Qué aspectos de esos 
formatos forman parte de la denominación “economías transformadoras”? ¿Qué tratamiento 
han tenido estas temáticas en las políticas públicas del Frente Amplio en los últimos tres perío-
dos de gobierno (2005 – 2019)?

2 La literatura crítica al modelo de función de producción es amplísima y tiene como hito a Robinson (1954) y las 
“controversias de los dos Cambridge”. Incluye variantes ecológicas (Georgescu Roegen, 1971; Granda Carvajal, 2006) o 
desde cierta teoría crítica microeconómica (Mora Plaza, 2009; Bellod Redondo, 2010; etc.).
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¿CUÁLES SON LOS FORMATOS EMPRESARIALES ALTERNATIVOS EN URUGUAY?

La academia introdujo a principios de los 1980s el concepto de economía social y de economía 
solidaria para dar cuenta de un sector de la economía diferente tanto al privado capitalista 
como al público estatal.

En Europa destaca el papel pionero de Francia tanto para instalar en los actores económicos el 
término “économie sociale” como para trasladar luego ese concepto a las políticas públicas. Es 
así que en 1980 se crea el “Comité National de Liaison des Activités Mutualistes, Coopératives et 
Associatives”, se redacta la famosa “Charte de l’économie sociale” y comienza entonces un proce-
so de mayor visibilización de la economía social que da paso a la siguiente institucionalización, 
constituyendo un nuevo hito la llegada al gobierno del Partido Socialista quien posibilitó pri-
mero la creación de una delegación interministerial (Decreto 1125/81) y luego la creación de la 
“secrétariat d’Etat à l’économie sociale”.

En América Latina por su parte, destacan por un lado las elaboraciones teóricas de Luis Razeto 
en Chile, quien será el principal referente de la denominada “economía solidaria”. Por otro lado, 
esa misma voz comienza a instalarse en Colombia a partir de las políticas públicas desarrolla-
das por el DANCOOP, que a partir de la ley 454 de 1998 se transforma en DANSOCIAL instalán-
dose de esa manera la primera ley de economía solidaria en el continente.

Sobre principios del S. XXI comienza un proceso de confluencia entre los movimientos de la 
economía solidaria y los actores de la economía social surgiendo de esa manera nuevas articu-
laciones que responden a la denominación “economía social y solidaria” así como a legislacio-
nes y políticas públicas que también reúnen ambos conceptos en una sola voz.

Como veremos más adelante, existen numerosas legislaciones en Europa y Latinoamérica re-
curriendo a algunas de las voces ya señaladas, esto es, economía social, economía solidaria o 
economía social y solidaria.

Más allá de las diferencias conceptuales entre esos tres conceptos, lo cierto es que al día de 
hoy son mayores los puntos en común que las diferencias entre economía social y economía 
solidaria. Notoriamente hay un mayor consenso a la hora de definir qué empresas y organiza-
ciones forman parte de la economía social. Es así que las cooperativas, mutuales, asociaciones 
y fundaciones que se rijan por una serie de principios y formas concretas de gestión democrá-
tica forman parte de este sector de la economía. Una de las definiciones más representativas 
es la que propuso el Centro Internacional de Investigación e Información sobre la Economía 
Pública, Social y Cooperativa (CIRIEC) a partir de las elaboraciones fundamentalmente de auto-
res españoles:

“Conjunto de empresas privadas organizadas formalmente, con autonomía de decisión y 
libertad de adhesión, creadas para satisfacer las necesidades de sus socios a través del mer-
cado, produciendo bienes y servicios, asegurando o financiando y en las que la eventual 
distribución entre los socios de beneficios o excedentes así como la toma de decisiones, no 
están ligados directamente con el capital o cotizaciones aportadas por cada socio, corres-
pondiendo un voto a cada uno de ellos. La economía social también agrupa a aquellas en-
tidades privadas organizadas formalmente con autonomía de decisión y libertad de adhe-
sión que producen servicios de no mercado a favor de las familias, cuyos excedentes, si los 
hubiera, no pueden ser apropiados por los agentes económicos que las crean, controlan o 
financian” (Barea y Monzón, 2007: 36).
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De esta manera, la citada definición distingue entre las entidades que participan del mercado 
para satisfacer las necesidades de sus socios (p.e. Las cooperativas) de aquellas entidades de 
“no mercado” que se rigen por otros criterios a la hora de distribuir eventuales excedentes (p.e. 
Asociaciones o mutuales). Complementando esta información, la academia ha reconocido que 
la economía social puede perseguir o bien la satisfacción de los socios que deciden coope-
rar bajo modelos de gestión democrática, o bien perseguir un interés general. Por lo general 
las cooperativas y mutuales son ejemplo de la primera circunstancia, y las asociaciones de la 
segunda.

La economía solidaria, por su parte es más clara en su expresión al hacer referencia al valor 
de la solidaridad como determinante del tipo de economía que desarrolla (claramente es más 
nítido el sustantivo solidaridad que el sustantivo social), pero por otra parte como movimiento 
social no ha logrado unanimidades acerca de sus límites precisos. Es así que para el movimien-
to de la economía solidaria del Brasil, solo forman parte de este sector los emprendimientos de 
carácter autogestionarios. En Colombia, por su parte, obviamente también comprende a los 
emprendimientos autogestionarios, pero engloba a otros muy diferentes como los Fondos de 
Empleados, cooperativas de todo tipo, mutuales y asociaciones. A su vez, la economía solidaria 
se caracteriza por ser más restrictiva que la economía social por los valores y principios orienta-
tivos. A manera de ejemplo, las buenas prácticas ambientales forman parte del discurso de los 
movimientos de economía solidaria en todo el mundo, lo mismo que la importancia asignada 
a las inequidades de género3. En ambos aspectos, si bien la economía social ha hecho esfuer-
zos por aplicarse a estos nuevos valores, claramente no forman parte de sus principios recto-
res4. Otro hecho que caracteriza a la economía solidaria en América Latina es su intención de 
vincularse con otros movimientos sociales con impacto transformador en el plano económico, 
caso de los movimientos por soberanía alimentaria, defensa de los bienes comunes, comercio 
justo, buen vivir, etc.

Muy vinculado a esa noción brasilera de la economía solidaria, en Uruguay ha habido en los 
últimos años una suerte de renacimiento del valor de la autogestión empresarial, que tuvo su 
mayor pico en el período de gobierno de José Mujica (2010 – 2015). Como veremos más ade-
lante, una serie de políticas públicas pretendieron fortalecer la economía auto-gestionada por 
sus trabajadores así como al subsector de las empresas recuperadas. Son cuatro los actores que 
desde este punto de vista de la autogestión forman parte no solo de la economía transforma-
dora, sino además de la economía solidaria: el cooperativismo de vivienda por ayuda mutua, el 
cooperativismo de trabajo, las empresas recuperadas por sus trabajadores y otros formatos de 
economía popular y solidaria.

Otro concepto clásico que ha remitido a experiencias alternativas tanto a la privado capitalista 
como a la pública estatal es la del sector “Non profit”. De origen norteamericano, fundamen-
talmente refiere a aquellas organizaciones con fuerte presencia de trabajo voluntario o con un 
alto componente financiero proveniente de donaciones (sector filantrópico) que se constitu-
yen para aportar a alguna causa desatendida tanto por el mercado como por las políticas esta-
tales. La principal limitación de esta expresión es que no contabiliza a aquellas empresas que 
aún bajo parámetros diferentes operan en el mercado. Desde la matriz de la ESS, por su parte, 

3 Es de destacar en tal sentido la sinergia que en los últimos años ha existido entre el movimiento de la economía soli-
daria y el emergente paradigma de la economía feminista.
4 A manera de ejemplo, la única legislación nacional de Europa en ESS que menciona el aspecto medioambiental es la 
de Grecia. Eso es diferente en América Latina, donde el mayor peso de la economía solidaria ha contribuido a posicionar 
la temática ambiental como central del proyecto político de la ESS.
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quedarían excluidas la mayoría de las fundaciones que no practican modelos de gobernanza 
democrática. Por fuera de estas instituciones, el resto de los emprendimientos del “non profit 
sector” nucleados en asociaciones responderían al subsector del no mercado de la economía 
social al que se hacía referencia antes.

De más reciente aparición es el concepto de empresa social, es decir, un tipo de empresa que se 
constituye para aportar en alguna causa social produciendo bienes o servicios en el mercado. 
Su presencia en el mercado justamente las aparta del sector “non profit”. Las acerca al sector 
solidario de la economía el hecho de que su finalidad sea social, pero a su vez deberemos 
hurgar en sus modelos de gestión para saber si se tratan o no de organizaciones que presentan 
una gobernanza democrática. Esta variable será de fundamental importancia para saber si se 
incluyen o no bajo el paraguas conceptual de la ESS. Mientras que las formulaciones europeas 
sí se refieren a la importancia de los modelos de gestión democrática, las formulaciones nor-
teamericanas más vinculadas al social – business no marcan este dato como condicionante.

A nuestro modo de ver, las empresas sociales -sobre todo cuando practican modelos de gober-
nanza democrática- presentan suficientes argumentos como para formar parte tanto de la ESS 
como del concepto de economías transformadoras.

Finalmente, digamos que una nueva oleada de movimientos y experiencias alternativas han 
ido posicionando otros léxicos en el escenario público. Es así que desde una matriz ambienta-
lista surgen categorías como las de la economía circular y economía verde. Desde una matriz 
tecnológica, surge la idea de las “economías colaborativas” y desde una matriz de emprende-
durismo alternativo surgen conceptos como los de las empresas B o economía del bien común. 
Veamos estas nuevas voces de forma más detenida.

La economía circular es una propuesta que intenta mostrar los efectos no deseados que ha 
generado el modelo tradicional (lineal) de producción – comercio – consumo que finaliza con 
enormes cantidades de desperdicios en los vertederos. A ese modelo se le antepone el modelo 
circular, en el que se reutilizan los recursos atendiendo especialmente al impacto ambiental. El 
origen de estas ideas se da en los años 90s en el marco de la profusa literatura que comenzaba 
a analizar a la economía desde las ciencias ambientales y viceversa, que a su vez bebe de las 
fuentes del paradigmático informe sobre “los límites del desarrollo” del Club de Roma (1972).

Entre sus antecedentes se puede señalar el modelo de la triple R (reducir, reciclar, reutilizar). 
Pero no será hasta la publicación del informe Hacia la Economía Circular: Racionalidad eco-
nómica y de negocios para una transición acelerada (Fundación Ellen MacArthur, 2012) que 
se hará muy conocido en todo el mundo. Como se señala desde la citada Fundación, “en una 
verdadera economía circular, el consumo solo se produce en ciclos biológicos eficaces; por lo 
demás, el uso sustituye al consumo. Los recursos se regeneran dentro del ciclo biológico o se 
recuperan y restauran gracias al ciclo técnico” (Fundación Ellen MacArthur, 2017). Son tres los 
principios manejados: preservar y mejorar el capital natural, optimizar el uso de los recursos y 
fomentar la eficacia del sistema.

A nuestra manera de ver, la economía circular tiene un enorme potencial transformador, más 
allá de que su modelo fue pensado para cualquier empresa sin distinción de sector. En concre-
to, la economía circular cuestiona dos aspectos fundamentales de la economía hegemónica, a 
saber, el consumismo y la mera motivación empresarial por maximizar las utilidades. Estará en 
los formatos empresariales alternativos y solidarios poder incorporar esta mirada.
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La economía colaborativa por su parte puede entenderse como un movimiento que busca po-
tenciar la colaboración entre usuarios mediante las nuevas tecnologías de plataforma digital, 
bajo el principio popularizado por Rachel Bootsman de que “lo mío es tuyo”. Ahora bien, ¿por 
qué una idea que parecía fomentar la ayuda mutua y la cooperación por internet se transformó 
en un ámbito de desarrollo de multinacionales como UBER? A nuestro entender, una cosa es la 
economía colaborativa funcional a las economías solidarias, otra cosa son las empresas de cap-
ital que mediante economías de plataformas encontraron un buen negocio logrando mayor 
interacción entre oferta y demanda al costo de precarizar aún más las relaciones laborales. 
Esto último nada tiene que ver con la economía colaborativa. Recordemos que en su origen 
Botsman y Rogers (2010) hacían uso del “sharing economy” concentrándose en la novedad de 
acceder a bienes y servicios en el marco de un cierto espíritu de comunidad y del compartir 
basado en la confianza. Para ello, las plataformas virtuales se entendían como el medio que 
podía unir a los usuarios, que lejos de las categorías “comprador – vendedor” propias de la rel-
ación de intercambios, se posicionaban ahora como “prosumidores” un término que todavía 
recordarán quienes participaban de las redes de trueque hace algunos años atrás en nuestro 
país. Así entonces, la economía colaborativa inauguraba algunas plataformas con notorios 
puntos de contacto respecto a ciertos valores perseguidos por la economía solidaria, caso de la 
reciprocidad, ayuda mutua, confianza y cooperación. Actualmente, como señala Mateau “solo 
10% de las plataformas que usualmente se reconocen como de economía colaborativa tienen 
como objetivo la transformación social, aunque 55% persigue construir relaciones sólidas entre 
los usuarios” (Mateau, 2015), lo que puede traducirse en cierto espíritu de comunidad frente a 
la mera racionalidad instrumental.

Veamos algunos casos concretos. Comencemos por las plataformas en materia de movilidad. 
Aquí a nuestro criterio sobresale como economía colaborativa la tendencia del “carsharing”, 
esto es, compartir vehículos (desde coches hasta bicicletas), completando por ejemplo los 
asientos vacíos de vehículos con otros pasajeros que vayan en la misma dirección. La idea de 
este movimiento no es lucrar con el servicio, sino dividir gastos. No se trata por lo tanto de ofre-
cer un servicio profesional que compita con el transporte público, sino compartir el coche y los 
gastos entre los usuarios interesados en colaborar para satisfacer en conjunto la necesidad de 
transporte. El sitio zimride, uno de los tantos que se ofrece como plataforma en estas materias, 
hace hincapié en el aporte que este sistema tiene como solución para un transporte sustent-
able. Nótese la diferencia con UBER quien pone énfasis en que su sistema es “mejor, más rápido 
y más barato que un taxi”, esto es, un servicio que guiado por la racionalidad instrumental, 
nada dice sobre la colaboración sino que lisa y llanamente se posiciona en términos de compe-
tencia con otros servicios públicos caso del taxi. Otras plataformas similares a UBER, mientras 
tanto, ofrece coches de particulares en alquiler. Tampoco observamos aquí nada de colabo-
rativo, sino nuevos nichos de mercado que ponen a los propietarios de estos automóviles en 
franca competencia con las empresas del rubro. 

En materia de finanzas, la economía colaborativa ha generado interesantes propuestas como el 
financiamiento colectivo entre particulares (crowdfunding) que cuenta con numerosas plata-
formas en todo el mundo. También aquí sentimos la necesidad de distinguir racionalidades: 
algunas de ellas no tienen mucho de colaborativo, pero otras definitivamente apuestan por 
cultivar ciertos valores y principios, como por ejemplo, impulsar iniciativas que tengan impac-
to social o ambiental.

Respecto al turismo comunitario han surgido muchas iniciativas. Algunas de ellas se plantean 
alquilar la casa cuando no está en uso, o parte de ella para que los inquilinos compartan con el 
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anfitrión la estadía. En el primer caso no parece haber nada muy colaborativo. En el segundo 
caso, sin duda que hay un agregado en el vínculo social, lo que podría dotar a estas iniciativas 
de un carácter colaborativo en la medida en que la relación entre los sujetos va más allá de la 
de inquilino – propietario, caso de Couchsurfing5. Pero también hay plataformas más vincu-
ladas a la lógica de la economía solidaria, como Hospitality Club, una plataforma donde “los 
miembros de todo el mundo se ayudan los unos a los otros cuando viajan, ya sea dando un techo 
bajo el que dormir por la noche o con una visita guiada por la ciudad”6.

Es de esperar que en Uruguay se pueda abrir un sector de economía colaborativa guiado por 
valores como la ayuda mutua y la cooperación. El crowdfunding por ejemplo, tiene una gran 
potencialidad. Algunos emprendedores uruguayos ya han participado de exitosas experien-
cias en esta materia (Malcuori, 2018). Otros sitios como “Tuyo.uy” donde se publican productos 
ofrecidos gratuitamente, también nos exhibe la apertura hacia nuevos valores de la economía 
digital.

La economía del bien común, por su parte, es una idea desarrollada por el austríaco Christian 
Felber a partir de su obra original publicada en Viena en 2010 y titulada Die Gemeinwohl-
Ökonomie. Surgida en un contexto de crisis económica, la obra que no descuida propuestas 
alternativas concretas, pasa a ser muy prontamente divulgada en todo el contexto europeo. En 
consonancia con la economía solidaria, la economía del bien común se basa en la misma crítica 
a las consecuencias generadas por la economía de mercado capitalista, impulsando de esta 
manera una mirada ética de la economía, rescatando los roles que por ejemplo la cooperación 
y la confianza pueden jugar en el plano económico.

Pero a diferencia de la literatura sobre economía solidaria, el texto de Felber propone un 
modelo concreto de organización de la economía, con especial énfasis en la regulación que 
deberían enfrentar las empresas, elaborando una matriz con 5 valores (dignidad humana, sol-
idaridad, sostenibilidad ecológica, justicia social, participación democrática y transparencia) y 
5 grupos de referencia (proveedores; financiadores; empleados inclusive propietarios; clientes, 
productos, servicios, propietarios; y ámbito social) que sirve como balance más integral del 
éxito económico.

No cabe duda que las empresas que persiguen el balance del bien común responden a la 
idea de las economías transformadoras. De todas maneras han sido pocas las empresas en el 
mundo que se han sumado a esta iniciativa y en Uruguay no presenta antecedentes.

Un verdadero caso de empresa híbrida (Guerra, 2014; Guerra 2018) por su parte, es el de las 
empresas B. No se trata ni de empresas de la ESS, ni siquiera podríamos denominarlas empre-
sas sociales de acuerdo al paradigma europeo. En todo caso sí presentan mayores conexiones 
con el social business nortemaricano. Fue justamente en el país del norte que un grupo de 
empresarios se vieron en la necesidad de fomentar un nuevo concepto de empresa donde 
además de perseguir la necesaria eficiencia y rentabilidad económica mostrara logros en el 
plano socio ambiental.

5 Un estudio de Manríquez García muestra que los usuarios de Couchsurfing valoran aspectos como la solidaridad, 
cooperación e intercambio cultural. Cfr. Manríquez, Naím (2015).
6 Nótese el tenor de la presentación de esta web: “Do you love meeting people from other cultures? Do you love traveling? 
Do you love helping other people? Then this is the place for you to be!”. Una empresa meramente lucrativa definitivamente 
no haría estas preguntas. Cfr. http://www.hospitalityclub.org/
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Efectivamente, con el convencimiento de que las políticas sociales y las ONGs son importantes 
pero no suficientes para hacer frente a tantos problemas sociales, un grupo de empresarios fue 
tejiendo en 2006 la idea de crear un nuevo tipo de empresa que procure el bienestar no solo 
de sus accionistas sino de todos los involucrados (stakeholders). Hoy estos formatos se han 
exportado a otros países, incluido Uruguay donde ya existen algunas empresas B certificadas 
internacionalmente.

Es de destacar que estas corporaciones operan de la misma manera que las corporaciones 
tradicionales, pero elevando los estándares de su actuación socio-ambiental, rendición de 
cuentas y políticas de transparencia. Para constituirse en corporaciones B, las empresas deben 
cumplir una serie de requisitos que luego son monitoreados con el propósito de constatar su 
cumplimiento. Así entonces, si alguna de estas empresas no logra generar rentabilidad y com-
promete su capacidad de pago, le sucedería lo que al resto de las sociedades comerciales, esto 
es, se concursa o entran en quiebra. Ahora bien, si no generan impactos positivos en las dimen-
siones sociales y ambientales, deberán corregir sus prácticas so pena de perder el estatus legal 
(en aquellos Estados donde exista marco legal) o perder su certificación.

En Uruguay, desde hace unos pocos años existe un grupo de emprendedores muy dinámicos 
que viene realizando un buen trabajo de visibilización de estas ideas contando para ello con el 
apoyo de un proyecto de CAF. Fruto de ese trabajo, ya se ha constituido el capítulo nacional de 
sistema B Uruguay, se han sumado nuevas empresas y se ha logrado presentar un anteproyec-
to de ley sobre sociedades de beneficio e interés colectivo.

Si bien es claro que las empresas B no pretenden superar el sistema capitalista, entendemos 
que se trata de un formato empresarial que transforma al capitalismo desde dentro. La oblig-
atoriedad de un triple balance demuestra concretamente el impacto que estas empresas pre-
tenden realizar en los planos socio-ambientales, por lo que podríamos concluir que si bien por 
su estructura de gobernanza y por el papel que desempeña en la toma de decisiones el capital 
aportado por sus socios, no forman parte de la ESS, sí podrían formar parte de un concepto 
más amplio de economías transformadoras.

Otras expresiones que han tenido divulgación en otras partes del mundo con potencialidad 
transformadora que aún no han tenido desarrollo suficiente en Uruguay y por eso no han sido 
consideradas en esta ponencia son el movimiento de ciudades sostenibles, el concepto del 
buen vivir (sumak kawsay) y la economía azul. Respecto al comercio justo, que en Uruguay no 
tiene el impacto de otros países en el mundo, lo entendemos formando parte del movimiento 
de la economía solidaria. Por su parte, en esta ocasión tampoco hemos incluido la economía 
feminista pues lo entendemos más como un enfoque proveniente desde la academia que un 
movimiento social con impacto en experiencias concretas. Finalmente, la economía verde tam-
poco la hemos incluido pues en este caso sólo repasamos las experiencias provenientes desde 
esfuerzos de la sociedad civil antes que iniciativas de organismos internacionales, como es el 
caso de esta propuesta que surge desde las Naciones Unidas y que además no está exenta de 
críticas desde el enfoque de las economías transformadoras por el importante papel que le con-
fiere al mercado y a sus instrumentos en el tratamiento de los problemas medioambientales. 

Mientras tanto, en Uruguay existen movimientos de economías transformadoras que quizá no 
estén tan presentes en otras latitudes. Es el caso de las empresas auto-gestionadas y empresas 
recuperadas por sus trabajadores, que por su particularidad en el caso nacional serán de espe-
cial importancia para esta ponencia.
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¿QUÉ ASPECTOS DE ESOS FORMATOS FORMAN PARTE DE LA 
DENOMINACIÓN “ECONOMÍAS TRANSFORMADORAS”?

El crisol de experiencias surgidas en los últimos años que alientan y empujan nuevas prácticas 
en el plano socioeconómico ha gestado la necesidad de pensar en nuevos paraguas que per-
mitan cobijarlos en su pluralidad sin que ninguna de sus partes sientan que pierden en identi-
dad específica. Es así que luego de un tímido comienzo en donde se hacía referencia a “la otra 
economía”, surge con mayor intensidad la noción de “economías transformadoras”, voz que 
definitivamente empujan los movimientos sociales que convocaron al Foro Social Temático de 
Barcelona 2019 – 2020.

Justamente, desde Barcelona es que comienza un proceso de acercar bajo este novel paradig-
ma ese “ecosistema” de experiencias y movimientos impulsores de otra economía. Para Rubén 
Suriñach se trata de “propuestas de reorganización socioeconómica que introducen una crítica 
del modelo económico dominante y formulan propuestas de cambio socioeconómico (tanto 
en la teoría como en la práctica) que, en distintos grados, intentan transformar este modelo 
o, al menos, prevenir o mitigar sus efectos negativos” (RIPESS, 2019). Una definición amplia de 
este tipo tiene el atributo de poder incluir en su seno amplias propuestas. Por contrapartida, 
el peligro es que a fuerza de ser inclusivos pudiera perderse identidad propia. En lo particular, 
creo que lo mismo le sucedía al movimiento de la economía solidaria hace algunos pocos años 
atrás. Recordemos que el lema del FSM al comienzo del milenio “otro mundo es posible” dio 
lugar al llamado que identificó a la economía solidaria durante tanto tiempo (otra economía 
es posible). En cada contexto cultural y regional, ese llamado permitió que se acercaran movi-
mientos tan diversos como los que impulsaban la moneda social, quienes agrupaban redes de 
economía popular, quienes organizaban desde grandes hasta pequeñas cooperativas, hasta 
quienes levantaban banderas auto-gestionadas, de finanzas éticas, de comercio justo, de con-
sumo responsable, de experiencias comunitarias indígenas, del mundo urbano o del camp-
esinado que luchaba por la soberanía alimentaria.

A nuestra manera de ver, podemos comprender a las economías transformadoras como un 
segundo capítulo en la búsqueda de alianzas con un espectro mayor de movimientos sociales 
y experiencias concretas que se muestren dispuestos a superar algunas de las principales prob-
lemáticas que enfrentan nuestras economías desde el punto de vista social y ambiental.

Como el ejercicio de incluir esos actores implicará resultados diversos según país y contexto 
cultural, podemos mencionar para el caso nacional que los actores mencionados en el aparta-
do anterior cumplen con un mínimo de condiciones que lo hacen partícipe de este mayor para-
guas conceptual. Es así que en un listado tentativo podemos incluir al movimiento cooperativo, 
mutuales, asociaciones con actividades económicas (lo que se llama comúnmente economía 
social); otros actores asociativos o articulados en red con discurso y prácticas transformadoras 
(en el sentido de una economía solidaria); empresas recuperadas por sus trabajadores y otras 
experiencias auto-gestionadas; redes de agroecología; emprendimientos y organizaciones 
constituidas por sindicatos y organizaciones gestionadas democráticamente; empresas y or-
ganizaciones creadas con la intención de impactar positivamente en dimensiones sociales o 
ambientales y que recurren al triple balance, etc.
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¿QUÉ TRATAMIENTO HAN TENIDO ESTAS TEMÁTICAS EN 
LAS POLÍTICAS PÚBLICAS EN LOS ÚLTIMOS TRES PERÍODOS 
DE GOBIERNO (2005 – 2019) EN URUGUAY?

Nuestra hipótesis es que en Uruguay bajo el gobierno del Frente Amplio hubo un proceso lento 
de cambios en estas materias, que comenzó priorizando al cooperativismo y que continuó 
luego incorporando otros actores en el plano de la economía social, de la economía solidaria y 
de la economía auto-gestionada por sus trabajadores.

Efectivamente, el principal logro en estas materias bajo la administración del Frente Amplio 
fue la Ley General sobre Cooperativismo No. 18.407. Se trató de una ley muy anhelada por 
los actores del movimiento cooperativo y que durante los gobiernos anteriores nunca lograba 
acuerdos en el sistema político. Más allá de esta importante ley que por primera vez reúne en 
un mismo cuerpo las diferentes expresiones del cooperativismo, la legislación cooperativa en 
este período se inaugura con la Ley de Cooperativas Sociales No. 17.978, del año 2006. Esta ley 
llega en el marco de las profundas transformaciones gestadas por la creación del Ministerio 
de Desarrollo Social y del Plan de Emergencia. De esta manera, las cooperativas sociales se 
insertan como un instrumento específico que permita la inclusión sociolaboral de los sectores 
de mayor vulnerabilidad. Notoriamente, como se señala en la ley, no se trata de un nuevo 
formato de empresa social, sino de empresa cooperativa, más concretamente de cooperativa 
de trabajo. De acuerdo a nuestra Ley, las cooperativas sociales efectivamente son un subtipo 
de cooperativas de trabajo que deben cumplir con características específicas, a saber: (i) por 
lo menos el 75% de sus integrantes deben ser calificados como vulnerables socialmente, (ii) 
las remuneraciones de sus miembros no pueden superar los salarios fijados por los convenios 
o laudos correspondientes a la rama de actividad en la que operen, (iii) los cargos directivos 
deben ser honorarios. Otras dos características son las que le dan un estatus diferente desde 
el punto de vista competitivo: (iv) están exoneradas de todo tributo nacional y de aportes a la 
seguridad social, (v) pueden acceder a que sus servicios sean contratados en forma directa (sin 
procedimiento competitivo) por los organismos públicos, hasta el monto límite de la llamada 
licitación abreviada.

Es en 2008 que el Parlamento vota de manera unánime la Ley General del Cooperativismo (Ley 
18.407) que además de ordenar en un solo texto las diferentes modalidades, sienta las bases 
de las políticas públicas del cooperativismo, creando el Instituto Nacional del Cooperativismo 
(INACOOP). Es en esta Ley que por primera vez se menciona a la economía social y solidaria. 
Explícitamente se le menciona en el capítulo de sus cometidos: “impulsar el estudio y la 
investigación de otras formas de la economía social y solidaria y realizar propuestas sobre su 
alcance y regulación, de modo de favorecer la formación de un marco jurídico que facilite su 
desarrollo y promoción” (Uruguay, 2008). Esta cita es la que permitirá luego que el INACOOP 
inicie gestiones para finalmente proponer un texto legislativo que entra al Parlamento para su 
discusión en junio de 2019.

Un nuevo giro ocurre con el segundo gobierno del Frente Amplio bajo la conducción de José 
Mujica (2010 – 2015). Bajo su conducción política, la principal contribución legislativa en estas 
materias, fue en apoyo al sector de las empresas auto-gestionadas por sus trabajadores. Es 
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así que se crea el Fondo para el Desarrollo (FONDES) primariamente por decreto del Poder 
Ejecutivo (Decreto 341/011), luego por Ley 19.337 del 20/08/20157.

Esta Ley, además, vuelve a mencionar a la economía social y solidaria. Es así que el Art. 13 en su 
literal A señala como cometidos del FONDES - INACOOP: “Promover y apoyar el desarrollo de 
las distintas formas de la economía social y solidaria...” (Uruguay, 2015).

Hay una tercera ley que menciona en este caso a la “economía social”. Se trata de la Ley 19.472 
de 23/12/2016 que crea el Sistema Nacional de Transformación Productiva y Competitividad, 
con la finalidad de promover el desarrollo económico productivo e innovador, con sustentabili-
dad, equidad social y equilibrio ambiental y territorial. En este texto legislativo se menciona a la 
"economía social" incluyéndola tanto como una de las destinatarias de los posibles apoyos (art. 
1°), integrando el Sistema a través del INACOOP (art. 2°) y, por último, dándole participación a 
los "emprendimientos de la economía social" en los Consejos Consultivos de Transformación 
Productiva y Competitividad (art. 9°). Como se señala en Guerra y Reyes (2019) se puede apre-
ciar, en este caso, que la expresión utilizada es la de "economía social", sin el aditamento "y 
solidaria". “Ni de la Exposición de Motivos del Proyecto de Ley, ni de la discusión parlamentaria 
se desprende porque se hace esta opción terminológica, siendo de señalar que en el Proyecto 
original ya presentaba esta redacción” (Guerra y Reyes, 2019: 3). Podemos presuponer como 
explicación, que algunos de los actores parlamentarios oficialistas prefieren esa denominación 
a la de economía social y solidaria, o aún más, a la de economía solidaria.

Más allá de este hecho menor, lo cierto es que en Junio de 2019 entra a discusión parlamentar-
ia un proyecto de ley previamente trabajado por una comisión creada por INACOOP años atrás 
donde participaron delegados de gobierno, del sector cooperativo, del sector de la economía 
solidaria y de la Universidad de la República. La idea de contar con una legislación específica en 
economía social y solidaria a nivel del Frente Amplio, comienza a expresarse en 2013, en opor-
tunidad de realizarse el VI Congreso Extraordinario de la fuerza política. Allí, luego de muchas 
discusiones, se llega a acordar la redacción de las Bases Programáticas. Lo referente a la ESS 
tiene lugar en el capítulo sobre el Desarrollo, definiéndose la ESS, mencionándose los logros 
del gobierno en estas materias y postulando la necesidad de contar con un Plan de Desarrollo 
de la ESS entre otros asuntos (Frente Amplio, 2013).

De esta manera, Uruguay se suma a una serie de países de la región que actualmente se en-
cuentran discutiendo proyectos de ley, caso de Argentina (bajo la denominación “economía 
social y solidaria”) y Brasil (bajo la denominación “economía solidaria”). También, en caso de 
aprobarse la Ley, se sumaría a un grupo de países que ya cuenta con leyes en estas materias.

Efectivamente, actualmente en Europa, como surge del siguiente cuadro, son 5 las leyes na-
cionales vigentes en la materia: tres de ellas responden a la denominación “economía social” y 
otras dos a la denominación “economía social y solidaria”

7 En el segundo período de gobierno del FA, el Presidente José Mujica propuso y logró que el Parlamento Nacional 
incluyese en el art. 40 de la ley 18.716 de 24/12/10 (modificación de la Carta Orgánica del Banco República) la facultad 
del Poder Ejecutivo de destinar hasta un 30% de las ganancias anuales del Banco República (luego de impuestos y 
de ciertos resguardos patrimoniales) para el apoyo a emprendimientos autogestionarios. Sobre ese base se creó el 
FONDES que posteriormente, en el tercer gobierno del FA y no sin discusiones incluso internas, quedó incorporado 
con rango legal
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Cuadro 1: legislaciones nacionales en ESS, zona Europa.

PAÍS LEY DENOMINACIÓN

España 01/05/11 Economía social

Francia 856/2014 Economía social y solidaria

Grecia 4430/2016 Economía social y solidaria

Portugal 30/2013 Economía social

Rumania 219/2015 Economía social

Fuente: elaboración propia.

Por fuera de las legislaciones nacionales, el continente europeo presenta numerosas regiones 
que cuentan con legislación en materia de ESS, caso de Bélgica, Italia y España.

Por fuera del marco de la ESS, pero en el contexto más amplio de las empresas híbridas, en 
Europa encontramos lo siguiente:

Cuadro 2: legislaciones nacionales de empresas sociales en Europa

PAÍS LEY

Eslovenia Ley del Emprendedurismo Social (2011)

Finlandia Ley 1351/2003, empresas sociales

Italia Ley 118/2005, empresas sociales

Lituania Ley IX-2251/2004, empresas sociales

Luxemburgo Ley de 12 de diciembre de 2016, creación de empresas de impacto social

 Fuente: elaboración propia.

En América Latina, mientras tanto se cuenta con cuatro legislaciones nacionales:

 Cuadro 3: legislaciones nacionales en ESS, región latinoamericana.

PAÍS LEY DENOMINACIÓN

Colombia 454/1998 Economía solidaria

Honduras Decreto 193/1985 Economía social

Ecuador Ley Orgánica de la Economía Popular y Solidaria (2011) Economía popular y solidaria

México Ley de la Economía Social y Solidaria (2012) Economía social y solidaria

Fuente: elaboración propia.

Por lo demás existen sobre todo en Argentina y Brasil numerosas legislaciones provinciales o 
estaduales en ESS . También es de destacar cuatro leyes nacionales en el continente referidas a 
las mutuales: Argentina, Colombia, Nicaragua y Paraguay son los países que cuentan con legis-
lación propia en este subsector de la economía solidaria.

Por fuera del tratamiento legislativo, en materia de políticas públicas, al ya mencionado trabajo 
de INACOOP como rector de las políticas públicas nacionales en cooperativismo, se suma el 
trabajo realizado en algunos gobiernos departamentales respecto a la economía social y soli-
daria. Este proceso comienza en el Gobierno de Canelones en 2005, cuando se crea una Unidad 
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en Economía Solidaria. Luego Montevideo en 2015 constituye una Unidad en Economía Social 
y Solidaria. Otros gobiernos departamentales han contado con acciones concretas aunque sin 
constituir institucionalidad específica.

A nivel del Poder Ejecutivo, por su parte, el Ministerio de Desarrollo Social optó por la voz “eco-
nomía social” para una Dirección[ que tiene a su cargo “diseñar e implementar políticas, progra-
mas y proyectos, que fortalezcan la integración al mundo del trabajo -en clave de economía 
social- de las personas en condiciones de exclusión y/o vulnerabilidad social, económica y 
territorial” (MIDES, 2017). Como ya hemos señalado antes, “el sesgo del Ministerio de Desarrollo 
Social respecto a población en situación de vulnerabilidad es uno de los aspectos que no ha 
contribuido en Uruguay al correcto discernimiento acerca de los alcances de la ESS como un 
formato económico que vaya más allá de los sectores excluidos” (Guerra y Reyes, 2019: 5).

¿Hay alguna otra política pública desarrollada en estos últimos 15 años que respondan a algu-
nas de las otras experiencias que mencionábamos como parte de las economías transforma-
doras? Aquí debemos mencionar acciones y programas en el área de las economías circulares 
y de la agroecología. . Respecto a la economía circular, ha sido incorporada en algunos pro-
gramas específicos de la Agencia Nacional para el Desarrollo (ANDE), Ministerio de Industrias, 
Dirección Nacional de Medioambiente (MVOTMA), Ministerio de Agricultura. En Abril de 2019 
estas instituciones gubernamentales lanzaron el Programa 2019 de Oportunidades Circulares 
de ANDE , el proyecto Biovalor  y el Premio Uruguay Circular. Es de destacar que el Primer Plan 
Nacional de Transformación Productiva y Competitividad incluye un apartado sobre la valo-
rización de los residuos y la economía circular. Por su lado, algunas empresas estatales han 
incorporado esta mirada instalando proyectos concretos. Es el caso por ejemplo de ALUR con 
su Proyecto “La energía se transforma” que impulsa el reciclado del aceite de fritura para trans-
formarlo en biodiesel.

En el marco de este concepto circular de la economía es que podemos mencionar a nivel legis-
lativo el proyecto de ley de gestión integral de residuos y la ley de Prevención y Reducción del 
Impacto Ambiental derivado de la utilización de Bolsas Plásticas (No. 19.655).

También es de destacar la reciente aprobación de la Ley 19.717 sobre sistemas de produc-
ción, distribución y consumo de base agroecológica, para fortalecer la soberanía y la seguri-
dad alimentaria. Se trata de una Ley ingresada en 2016 al Parlamento y que se aprueba dos 
años después, fruto del trabajo del movimiento agroecológico del Uruguay entre los cuáles la 
Red de Semillas Nativas y Criollas, la Red de Agroecología del Uruguay, la Sociedad Científica 
Latinoamericana de Agroecología, la cooperativa de productores Ecogranjas, la organización 
Redes amigos de la Tierra Uruguay, la Asociación de Mujeres Rurales del Uruguay, además de 
otros actores universitarios y académicos. Como señaló el Diputado Nelson Larzábal, miem-
bro informante de la Ley, se trata de una “herramienta política de transformación social hacia 
una sociedad más solidaria, justa e igualitaria, que será fundamental en el futuro cercano para 
garantizar la seguridad y la soberanía alimentaria de los pueblos del mundo, en especial de 
América Latina y el Caribe” (en CEUTA, 2018). Al interior del gobierno, sin embargo, las opinio-
nes son diversas, más allá que el Programa de Gobierno del FA para el período 2015 – 2020 
incluye un capítulo sobre el fomento de la producción agroecológica. En el tratamiento de este 
Proyecto de Ley, el propio Ministro del MGAP mostró reparos sobre la producción agroecológi-
ca y se mostró más confiado en el uso de agroquímicos e incluso de la coexistencia de este tipo 
de producción con el cultivo de transgénicos (CEUTA, 2018b).
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Otras políticas ambientales con impactos en materia económica también deberían mencio-
narse. Destaca en ese sentido el cambio de matriz energética ocurrido en Uruguay en los úl-
timos años así como otras labores desarrolladas en el marco de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible. Si bien de acuerdo a nuestro recorte metodológico , no incluimos a la economía 
verde como una experiencia propia de las economías transformadoras, este concepto nacido 
de la reunión de Río + 20 también generó acciones desde el Estado (se ha creado un Grupo 
Interinstitucional de seguimiento de la Economía Verde), fundamentalmente bajo el liderazgo 
del MVOTMA aunque con un enfoque a nuestro criterio muy limitado .

CONCLUSIONES

El concepto de economías transformadoras se está abriendo paso como un nuevo esfuerzo por 
reunir las diversas experiencias en el mundo con potencialidad transformadora a nivel socio-
económico y ambiental, algo que sobre fines de los 90s y principio de este milenio intentó el 
movimiento de la economía solidaria. Mientras tanto, en los últimos 15 años se han ido forta-
leciendo otros conceptos como los de la “economía social y solidaria”, que han dado lugar a una 
nueva batería de políticas públicas en Uruguay bajo la administración progresista de los tres 
últimos gobiernos del Frente Amplio (2005 – 2020).

El vínculo entre formato empresarial y experiencias de economías transformadoras merece un 
especial detenimiento. Por un lado, tenemos expresiones de economías transformadoras que 
refieren a formatos empresariales bien definidos en prácticamente todo el mundo. Ese es el 
caso de la economía social, de la economía del bien común, del sistema B, de la economía soli-
daria, del cooperativismo, del mutualismo o de las empresas sociales. Si bien en algunos casos, 
se trata de empresas híbridas, ya que conjugan características propias de más de un tipo ideal, 
lo cierto es que bajo estas denominaciones, sabemos al menos aproximadamente qué formato 
empresarial les da cuenta. A manera de ejemplo, bajo la denominación “economía social y soli-
daria” encontramos formatos empresariales asociativos, con gobernanza democrática y que se 
rigen por una serie de principios y de valores. 

Por otro lado tenemos algunas experiencias, conceptos o movimientos que si bien podemos 
considerar realizan un aporte transformador en la economía, no lo hacen de la mano de un for-
mato determinado de empresa. Aquí podemos mencionar los casos de la economía colabora-
tiva, la economía circular y de la agroecología. Estos conceptos ponen el acento en el impacto 
positivo sobre el medio ambiente y están abiertos a que su práctica pueda desarrollarse desde 
cualquier formato empresarial. A manera de ejemplos, si bien la agroecología es mayormente 
desarrollada desde formas empresariales familiares o de pequeños productores, lo cierto es 
que también participan cooperativas y grandes plantaciones de tipo capitalista. De hecho, la 
Ley 19717 en ningún momento alude a algún formato empresarial predeterminado. Mientras 
tanto, la economía circular refiere a una manera sostenible de entender los procesos económi-
cos y se espera puedan practicarlo desde organismos de gobierno hasta empresas capitalistas 
pasando por las del sector solidario.

Como hemos observado, el partido de gobierno priorizó en el primer período de gobierno el 
tratamiento legislativo del cooperativismo logrando la aprobación de la LGC, un viejo anhelo 
del movimiento cooperativo, así como innovando con la inclusión de la figura de las coopera-
tivas sociales. Con el segundo período de gobierno hay un mayor protagonismo de las expre-
siones autogestionarias, fundamentalmente de las empresas recuperadas por sus trabajadores, 
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aunque también del conjunto de las cooperativas de trabajo, que junto al cooperativismo de 
viviendas creció notablemente en estos últimos 15 años. Destaca en el segundo período de 
gobierno la creación del FONDES, aunque su Ley formará parte del tercer período de gobierno. 
Mientras tanto, la idea de una ley de economía social y solidaria, que forma parte del Programa 
de Gobierno del Frente Amplio, comienza a plantearse tímidamente en el primer período 
aunque recién en 2019 entra para el tratamiento parlamentario.

Por fuera de estas expresiones que son las mayormente desarrolladas, y aunque no se concre-
tan como dijimos antes en formatos empresariales definidos, asoman también como parte de 
las políticas públicas recientes en materia de economías transformadoras, la economía circular 
y la producción agroecológica.

A manera de síntesis, el Cuadro 4 resume las principales características de cada una de las ex-
presiones de economías transformadoras aquí analizadas.

Cuadro 4: experiencias de economías transformadoras según características

CONCEPTO CARACTERÍSTICAS 
EMPRESARIALES

PRINCIPALES 
CONTRIBUCIONES 

TRANSFORMADORA

PRINCIPALES 
LIMITACIONES

ECONOMÍA 
SOCIAL*

Explicita claramente un 
modelo de empresa con 
énfasis en la asociatividad 
y gobernanza democrática

Primacía de la satisfacción 
de necesidades de los socios 
por sobre el capital. Incluye 
subsector de no mercado 
con fuerte impacto inclusivo. 
Propiedad compartida (en caso 
de la cooperativa)

Ausencia de valorización 
ambiental. Se identifica 
más como sector que 
como movimiento social.  

ECONOMÍA 
SOLIDARIA*

Explicitación mediana. 
Mayor énfasis en la 
autogestión y trabajo en 
red.

Incorpora nuevos valores y 
principios en materia social 
y ambiental. Tiende puentes 
con otros movimientos 
transformadores. Énfasis en 
el territorio. Incorpora mirada 
de consumo responsable. 
Transparencia.

Menor impacto 
económico. Dificultad para 
consensuar su alcance.

ECONOMÍA SOCIAL 
Y SOLIDARIA*

Amplía el abanico 
respecto a la economía 
social.

Sinergia entre la economía 
social y la economía solidaria

Recelos entre viejos y 
nuevos actores de la ESS.

EMPRESA SOCIAL

Explicita claramente un 
modelo de empresa. 
Incluye aspectos formales 
(democracia) con aspectos 
sustantivos (fines, 
motivaciones).

Inclusión social. Acceso al 
empleo a sectores vulnerables.

Mayor énfasis en la 
inclusión social antes 
que en los aspectos 
ambientales.
Varios enfoques dificultan 
consensos en su alcance.

EMPRESAAUTO-
GESTIONADA*

Autogestión obrera. 
Centralidad del factor 
Trabajo.

Participación democrática. 
Inclusión sociolaboral. 
Tradición sindical.

Dificultades para 
desarrollar dimensiones 
ambientales. Problemas de 
gestión y comercialización. 
Problemas de 
capitalización.
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PRODUCCIÓN 
AGROECOLÓGICA*

No explicita formato 
empresarial, aunque 
básicamente son 
productores familiares.

Articula pequeños productores 
en redes. Protección del 
medio ambiente. Soberanía 
alimentaria. Generan mercados 
de cercanía.

Dificultades para actuar 
con otros movimientos 
sociales.

ECONOMÍA DEL 
BIEN COMÚN

Abierto en el tipo de 
empresa aunque con 
criterios explicitados.

Propuesta transformadora a 
nivel macro y micro. Matriz 
del Bien Común incorpora 
dimensiones socioambientales.

Menor alcance e impacto. 
Propuesta muy vinculada 
a su fundador. Escaso 
diálogo con otras 
experiencias.

ECONOMÍA 
COLABORATIVA

No explicita formatos 
empresariales. Incluye 
iniciativas individuales 
(start-ups)

Potencialidad de las 
plataformas de internet para 
la colaboración. Figura del 
prosumidor. Uso más eficiente 
de los recursos.
Cooperativismo de plataforma.

Ingreso de empresas con 
ánimo de lucro dificultan 
visibilidad de verdadera 
economía colaborativa. 
Problemas con sectores 
que no usan TICs

ECONOMÍA 
CIRCULAR*

No explicita modelo de 
empresa, sí modelo de 
negocio.

Centralidad de la dimensión 
medio ambiental. Impacto 
contra el consumismo, el 
despilfarro y la maximización 
de utilidades como único fin de 
las empresas.

Muchas empresas lo 
utilizan como mero 
marketing social. 
No menciona aspectos 
redistributivos (cómo 
se reparten eventuales 
beneficios).

EMPRESAS B

Empresa que compite 
en el mercado, busca 
utilidades pero 
también beneficios 
socioambientales. 
Abierto a diversos 
formatos aunque 
proyectan ley propia.

Innovación empresarial 
aunando emprendedurismo 
social y económico.
Obligatoriedad del triple 
balance.
Transparencia.

Presenta un discurso 
empresarial con 
dificultades para tender 
puentes con movimientos 
sociales transformadores.

Fuente elaboración propia.

* Existen políticas públicas.
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